
INSTITUCIONES SÓLIDAS, 
CONSENSOS AMPLIOS

POLÍTICA / SOCIEDAD

Si es nuestro deber atender a la población en 
sus justos reclamos de cambios o revoluciones 
económicas y sociales, entonces los Estados se 
encuentran ante el reto de tener que flexibilizar 
sus normas e instituciones casi de manera coti-
diana. Como ello es imposible porque genera 
falta de credibilidad en las reglas de juego de la 
democracia, sucede que en el Perú y en muchos 
otros países de la región la institucionalidad viene 
corriendo peligro al punto que, ya de manera 
cíclica, las Constituciones son enmendadas o 
cambiadas por otras como si fueran dispositivos 
legales transitorios.

Esto implica la precariedad de las leyes funda-
mentales y, por tanto, la fragilidad del Estado para 
ejercer a través de sus instituciones. Esta situación 
hace que sea necesario diseñar acciones que 
contribuyan a dar solidez a las instituciones de 
los tres niveles de gobierno. Y, para no caer en 
el juego de producir inestabilidad con nuestras 
propias revoluciones políticas y sociales, es 
importante identificar ejemplos en países donde 
los actores de estos dos escenarios se han puesto 
de acuerdo sin que haya sido un obstáculo ser de 
centro, izquierda o derecha.

El objetivo común es disminuir al punto mínimo la 
vulnerabilidad del sistema democrático como ga-
rantía de convivencia racional y solidaria, garantía 
de respeto a los derechos ciudadanos. Insumos 
para comprender la complejidad del tema no sólo 
son aquellos que parten desde la experiencia 
acumulada en nuestros propios países respecto 
a la pérdida de legitimidad democrática, sino 
también aquellos que vienen de la demostración 
científica y comparativa con las diferentes reali-
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Las revoluciones deben y pueden ser pacíficas, pues lo 
contrario genera corrupción, pobreza y desigualdad

dades de países de América Latina o del mundo 
entero, como lo hace el Programa de Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) a través de sus 
informes periódicos.

La democracia y sus principios con arreglo al 
Derecho Internacional tienen desde 1966 base 
jurídica en el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos. Es necesario, entonces, que 
todo acuerdo de convivencia pase por el respeto 
a los principios consagrados en dicho pacto, 
entre ellos la libertad de expresión, la libertad 
de reunión pacífica, el derecho a la libertad de 
asociación con otras personas, el derecho y la 
oportunidad de tomar parte en la conducción de 
los asuntos públicos directamente o por conducto 
de representantes libremente elegidos. Así está 
escrito y hay que posibilitar que estos principios 
se plasmen en la realidad.

Cuando se miran las experiencias de los países 
cuyas democracias —aunque perfectibles— 
funcionan en base al respeto a los acuerdos de 
políticas económicas y sociales a favor de la ciu-
dadanía, aparece Chile en el horizonte cercano. 
En los últimos años se han alternado gobiernos 
que proclaman atender a la población en base a 
planes sostenidos en ideologías contrarias, pero 
enmarcadas siempre en un objetivo país general 
y bajo la garantía de una institucionalidad sólida, 
que les permite alcanzar prometedores niveles 
en el vecindario latinoamericano, en beneficio de 
sus habitantes. Para ello es necesario potenciar 
la cultura del consenso tras la comprensión que 
la corrupción, la pobreza y la desigualdad son 
los peores flagelos que agravan la fragilidad de 
la gobernabilidad democrática, muchas veces 
también afectada por acontecimientos políticos 
y económicos de orden mundial.

En tanto que el compromiso es que la democracia 
deba prosperar al servicio de la ciudadanía, la solu-
ción a estos flagelos debe provenir del consenso sin 
importar las ideologías, los intereses particulares y 
los gobiernos de turno. ¿Se puede institucionalizar 
el reclamo ciudadano? En la práctica ya lo está me-
diante las acciones articuladas de agrupaciones de 
diversas vertientes y sus respectivos interlocutores.

Decíamos también que el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos desde 1966 garantiza a 
las personas actuar en base al principio del derecho 
y la oportunidad de tomar parte en la conducción de 
los asuntos públicos, directamente o por conducto 
de representantes libremente elegidos. Urge en-
tonces introducir la aplicación de este derecho a las 
mesas de diálogos donde en cada país se buscan los 
consensos más amplios para una convivencia limpia, 
sin egoísmos, atendiendo los reclamos de cambios 
antes que exploten en las calles.

Las revoluciones deben y pueden ser pacíficas, 
pues lo contrario genera corrupción, pobreza y 
desigualdad, es decir, se crea un círculo vicioso si no 
se involucra a más personas en la toma de decisiones 
que buscan tener impacto en el bienestar de un país. 

El Perú, en este sentido, debe abocarse a esta tarea 
con planificación y estrategia si quiere llegar a su 
Bicentenario sin conflictos sociales y con instituciones 
más sólidas de lo que ahora lo están. La prevención 
pasa entonces no solo por fortalecer las instituciones 
que ya existen, sino por abrir las puertas a otras 
que en los últimos años se han ido gestando como 
consecuencia de que algunas entidades se volvieron 
obsoletas y otras no calzan o no representan los 
reclamos de los jóvenes en cuanto al respeto a sus 
derechos.

Para recibir propuestas, el Estado tiene que invertir 
en capacitar o buscar nuevos interlocutores con los 
representantes de la sociedad civil. Urge actualizar 
la base de datos y ampliar las mentalidades. El 
reto peruano es grande, más aún cuando vive una 
severa crisis política y constitucional, dependiendo 
de las decisiones de quienes son los responsables 
en definir la línea institucional y de respeto a la ley, 
principalmente el Tribunal Constitucional. Con la 
lección aprendida y el ánimo dispuesto a aferrarse 
al gran futuro que bien le corresponde, esperemos 
que el país logre despegar y salir adelante.
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